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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 
     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiocho (28) de julio de dos mil diecisiete (2017)

                                                                   Acta de Aprobación N° 743
                                                   Hora: 1:30 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala por medio de este proveído a desatar la impugnación interpuesta por el señor ABDALÁ CASTRO GÓMEZ, contra la sentencia proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada en contra de la Fiscalía 13 Local de esa misma municipalidad.
2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor CASTRO GÓMEZ se pueden concretar así: (i) es denunciante por el delito de lesiones personales culposas y la Fiscalía 13 Local de Santa Rosa desatiende el precedente constitucional respecto al no cumplimiento de términos legales, además de la no designación de un investigador, lo que no constituye una fuerza mayor y por ende para que en un plazo de 4 meses se ordene a la Fiscalía realizar al menos la audiencia de formulación de imputación; (ii) aduce la Fiscal 13 Local que la demora obedece a falta de investigadores, lo cual no se puede permitir por el juez constitucional, pues ello sería cohonestar con una corrupción administrativa; (iii) el Director Seccional de Fiscalías en otros casos, lo que dice es que se han originado inconvenientes por diferentes motivos lo que afecta el desarrollo de dicha indagación, afirmación que no es de recibo, y (iv) como ciudadano exige sus derechos y una respuesta concreta y fundamentada de la razón por la cual la Fiscalía no tiene investigadores y aun así la fiscal cobra su salario como si evacuara todos los procesos a su cargo.

Pide se protejan sus derechos fundamentales al debido proceso y a la pronta y eficaz impartición de justicia, y en consecuencia se ordene al despacho accionado que adelante el proceso dentro de los términos de ley, pues aunque se aduzca que hay represados más de 500 proceso, ello no es un problema que deban soportar quienes reclaman justicia.
3.- TRÁMITE Y FALLO 
El despacho de primer nivel, una vez admitió la tutela, ordenó correr traslado de la misma a la Fiscalía 13 Local de Santa Rosa cuya titular se pronunció de la siguiente manera: (i) la petición presentada por el apoderado del actor en mayo 8 de 2017, fue respondida dentro de los términos de ley; (ii) no ha existido denegación de justicia, en tanto se trata de una indagación preliminar de febrero 20 de 2017, donde se denuncian unos hechos de noviembre 25 de 2016 en la cual se efectuó programa metodológico de investigación el que está a cargo de JUAN CARLOS PIEDRAHITA funcionario del CTI; (iii) en marzo 14 de 2017 se intentó realizar diligencia de conciliación, como requisito de procedibilidad, la cual no se hizo al no existir dictamen de incapacidad definitiva ni secuelas; (iv) es imposible en este momento formular imputación en el plazo que pide el actor, sin tener los elementos materiales necesarios para vincular formalmente al indiciado, máxime que se trata de un hecho de tránsito que se inició por querella de la víctima y no existe informe de tránsito ni actos urgentes para guiar la investigación; (v) no se han conculcado los derechos de la víctima, pues ya fue entrevistado, no se hallan términos vencidos, morosidad ni denegación de justicia para adelantar la investigación, y si así fuera, la instancia no es la acción de tutela sino ante el Consejo Seccional de la Judicatura; (vi) se encuentra superada la situación acaecida en febrero de 2017 cuando no se había efectuado el programa metodológico por las razones que allí se le expusieron; y (vii) denota el actor una inconformidad de tipo administrativo que no corresponde a la acción de tutela, además de ser un escrito donde demuestra temeridad, deslealtad y mala fe.

3.2.- Agotado el trámite a seguir en fallo de julio 4 de 2017 y dentro del término constitucional, la a quo negó la tutela al considerar que la Fiscalía ha actuado de conformidad con las normas que regulan el procedimiento penal y con plena observancia de las garantías sustanciales y procedimentales previstas en la ley y la jurisprudencia, relativas al acceso a la Administración de Justicia.

4.- IMPUGNACIÓN

El actor se muestra inconforme con la decisión adoptada, por lo siguiente: (i) su caso es un hecho de sangre y debió ser reportado por los policiales que rondan los centros médicos, es decir, se debió iniciar de oficio; (ii) existió un abuso de autoridad por el conductor de la buseta y el juez de paz, quienes en estado de sedación le hicieron firmar un documento con mentiras, el cual resultó ser un desistimiento, de lo cual no estaba consciente y se siente engañado por ello, y el mismo juez le da una orden de desistir de presentar demandas civiles y penales, lo cual no han querido indagar a fondo; (iii) en respuesta de mayo 18 de 2017 la Fiscalía 13 dijo que el programa metodológico estaba en turno porque no ha contado con investigadores por asuntos administrativos, e igualmente se comete falacia al indicar que no se cuenta con dictamen médico definitivo, al ignorar que él mismo no puede emitir dicha orden y lo que puede hacer es asistir a la valoración final, con lo cual se prueba su negligencia; (iv) aunque tienen dos años para imputar, los ciudadanos requieren acciones inmediatas y efectivas en pro de sus derechos, no “excusitas” que los perjudican; (v) se volvió excusa en este Distrito, por lo cual “compulsará” copias  a la Fiscalía, Corte Suprema y Sala Disciplinaria, pues no se puede continuar con tales injusticia, como es la de tener que esperar dos años para poder ir a imputación; y (vi) con el fallo de tutela le queda un sinsabor, pues pareciera que la regla general es frenar los casos hasta los máximos tiempos para actuar a última hora en perjuicio de los usuarios, le tocará entonces “encadenarse” y hacer “huelga de hambre” para que se le respeten sus derechos y se cambien funcionarios.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.
5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto declaró improcedente la acción constitucional elevada en contra de la UARIV por parte del señor MAURICIO ARTURO SOLER LEAL. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todos los ciudadanos sin discriminación alguna. 

En este caso, el señor ABDALÁ CASTRO GÓMEZ concurre ante el juez constitucional, con el fin de lograr la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso y a la pronta y efectiva Administración de Justicia, toda vez que por parte de la Fiscalía 13 Local de Santa Rosa de Cabal (Rda.) no se le ha dado el trámite pertinente a la denuncia que presentó como víctima de un hecho de tránsito.

Frente a las pretensiones que hace el accionante debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Sobre el particular en la sentencia T-313 de 2005, la H. Corte Constitucional indicó: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

Debe indicarse igualmente, que  han sido varias los pronunciamientos en los que la Sala de Decisión de tutelas
 de la H. Corte Suprema ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, así:
“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de URBANO BERRERA se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración”. 

Del mismo modo, en la sentencia de tutela proferida por la Sala de Casación Penal, con radicación 79314 de mayo 6 de 2015, también se sostuvo que el juez ante el cual se solicita el amparo no puede inmiscuirse cuando está en curso un proceso, y concretamente se dijo: 

“Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración. 

Las críticas puestas de presente constituyen un aspecto ajeno al ámbito de injerencia del juez de tutela, que se limita a ejercer un control constitucional, pero de ninguna manera extensivo al acierto de las instancias, pues la acción de amparo ha sido instituida para garantizar la indemnidad de los derechos fundamentales, pero no constituye una instancia adicional o paralela a la de las autoridades competentes. 

En el asunto bajo examen, la actuación penal se encuentra en trámite. Es en ese escenario procesal, ante el funcionario natural, donde debe la parte actora, por sí misma o a través de su apoderado, presentar las solicitudes encaminadas a remediar cualquier situación que estime desconocedora de sus garantías; sin que el juez constitucional deba interferir en ese asunto porque, se recalca, el proceso está en curso. 

Al interior de dicho diligenciamiento, los accionantes podrán ejercer todas las potestades que la ley les confiere para satisfacer su pretensión, a través de los mecanismos ordinarios con que cuentan, tales como las solicitudes de nulidad, el ejercicio de los medios de impugnación, etc. 

En consecuencia, al existir un escenario natural de discusión sobre el asunto sometido al conocimiento del juez constitucional, la tutela demandada se torna improcedente, en los términos previstos por el artículo 6-1 del Decreto 2591 de 1991.

[…]

Asumir una postura como la pretendida por la parte actora, implicaría desconocer y pretermitir las decisiones que en ejercicio de sus funciones emiten las autoridades competentes en el trámite de los procesos adelantados conforme la normativa aplicable en cada caso; y abordar, en abierta contraposición a la finalidad y alcance de la tutela, el estudio de la naturaleza de las supuestas irregularidades acaecidas en una actuación todavía en curso”. –negrillas excluidas-
Surge diáfano por tanto, que al encontrarse actualmente en curso la indagación preliminar por la conducta de lesiones personas en hecho de tránsito en el que según se informa fue víctima el señor ABDALÁ CASTRÓ GÓMEZ, es en el interior del mismo donde se deben ventilar las presuntas vulneraciones a los derechos y garantías fundamentales que reclama, ya que: “no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso”
. 

Por demás, de lo aportado al dossier se observa que dentro de la referida carpeta obra solicitud que por parte del abogado HELMER ALONSO CASTAÑO BERMAX se realizó a la Fiscalía, respecto de la cual se le dio la respuesta pertinente, en la cual se le informa cuál es el procedimiento previo que debe surtirse con el fin de determinar si es viable o no la imposición de medidas cautelares sobre el vehículo vinculado al proceso, así como el término del cual dispone la Fiscalía para adelantar el trámite en la etapa de indagación.

Precisamente ese último punto, en sentir de la Sala, es el que causó la molestia del actor, en tanto el mismo requiere pronta y efectiva justicia, pero olvida el señor ABDALÁ CASTRO, que si bien es cierto el asunto que puso a consideración de la Administración de Justicia reviste importancia, por cuanto se le ocasionaron unas lesiones, también lo es que son muchos otros los asuntos que al decir de la delegada debe tramitar de manera conjunta con el investigador asignado a su Unidad.

Precisamente, y con miras a poner un límite a las investigaciones preliminares, el legislador dentro de su libertad de configuración legislativa y más concretamente por medio de la Ley 1453 de 2001, en su artículo 49, modificó el canon 175 C.P.P., y señaló en uno de sus parágrafos, en punto de la duración de los procedimientos, lo siguiente:

“La fiscalía tendrá un término máximo de dos años contados a partir de la recepción de la noticia criminis para formular imputación u ordenar motivadamente el archivo de la indagación […]”. -negrilla fuera de texto-
En este evento, el hecho de tránsito del que fue víctima el señor ABDALÁ CASTRO, tuvo ocurrencia en noviembre 25 de 2016, y la querella fue presentada por escrito en febrero 3 de 2017 ante la Sala de Atención al Usuario de la Fiscalía en Pereira, ordenándose su remisión por competencia territorial a las Fiscalías Delegadas ante los Juzgados Penales Municipales de Santa Rosa de Cabal, donde, según la titular de la Fiscalía 13 Local, les fue asignada en febrero 20 de 2017.
Si bien en un primer momento se le indicó al apoderado del actor, que no se había elaborado programa metodológico por situaciones de índole administrativa, como la carencia de investigadores, ello ya fue superado, por cuanto el caso fue asignado al servidor del CTI JUAN CARLOS  PIEDRAHITA, quien será el encargado de desarrollar el mismo, para que la Fiscalía cuente con los elementos materiales probatorios para adoptar una decisión en el referido asunto.

En este caso y aunque el señor ABDALÁ CASTRO aduce que la Fiscalía falta a sus deberes como administrador de justicia, para la Corporación tal percepción es equívoca, por cuanto lo que se aprecia es que la Fiscalía se encuentra en desarrollo de las actividades investigativas previas que debe adelantar con miras a establecer si formula imputación, solicita preclusión, o incluso dispone el archivo de la actuación, como cualquiera de los caminos por los que podría trasegar la actuación, luego de que se hagan efectivas las órdenes plasmadas en el programa metodológico.
Y es que la indagación en efecto requiere de un caudal de elementos probatorios para que la Fiscalía determine el rumbo de la misma, máxime cuando en este caso, salvo la información que entregó el denunciante, no se cuentan con otras evidencias que conlleven a la Fiscalía a adoptar una decisión de manera pronta, apenas está en su génesis, y desde luego, no debe arriesgar una determinación en uno u otro sentido sin contar con los fundamentos probatorios necesarios.

En síntesis, lo que acá se percibe, sin lugar a duda, es que no existe vulneración alguna del derecho al debido proceso y a una pronta y efectiva Administración de Justicia, por cuanto en la Fiscalía 13 Local de Santa Rosa se encuentra en curso la citada indagación, y si estima el actor que por parte de la titular del ente persecutor se ha incurrido en irregularidades de índole administrativo o procedimental, podrá acudir, como así lo sostuvo la funcionaria accionada, ante el Consejo Seccional de la Judicatura para denunciar las presuntas anomalías, con miras a que se inicien las acciones disciplinarias a las que hubiere lugar, al ser ésta la jurisdicción a la que le asiste tal competencia, y no la constitucional, la cual en  atención al principio de subsidiariedad que la rige, no puede entrometerse en asuntos que deben ser del resorte de los jueces naturales.

En esos términos, la Sala se ve forzada a acompañar la sentencia adoptada por la funcionaria de primer nivel.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.). 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� Corte Constitucional, T-418 de 2003.
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